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De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 
de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y Fun­
cionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Mur­
cia, en su sesión celebrada el día 29 de Enero de 1.997, acuerda aprobar el siguiente 

Dictamen 

1.- ANTECEDENTES 

Con fecha 3 de diciembre de 1996 tuvo 
entrada en el Consejo escrito del Excmo 
Sr. Consejero de Sanidad y Política So­
cial por el que se solicitaba, a los efectos 
previstos en la Ley 3/93, la emisión de 
Dictamen sobre el Anteproyecto de Ley 
Regional sobre drogas, para la prevención, 
asistencia e integración social de 
drogodependencias. 

Los problemas derivados del consumo, 
del abuso y de la dependencia de las dro­
gas, legales o ilegales, constituyen en la 
percepción de los ciudadanos una cuestión 
de extraordinaria importancia como ponen 
de manifiesto las diferentes encuestas que 
periódicamente se realizan con diversos 
motivos en nuestro país. 

En los últimos tiempos se han realiza­
do por la Delegación del Gobierno para el 
Plan Nacional sobre Drogas dos encues­
tas, con vocación de continuidad en el tiem­
po, algunos de cuyos resultados es 
conveniente que sean traídos a colación en 
este Dictamen para contrastar la magnitud 
de la cuestión que se aborda en el Antepro­
yecto. En primer lugar, en 1994 se realizó 
la Encuesta sobre Drogas a la Población 
Escolar, cuya población de referencia es­
tuvo constituida por 21.094 estudiantes 
españoles de 14 a 18 años distribuidos en 
todas las comunidades autónomas, 10 que 
en la práctica se traduce en estudiantes es­
colarizados en centros públicos y privados 
de Enseñanza Secundaria, Bachíllerato y 
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Formación Profesional. En segundo lugar, 
en 1995 se realizó la Encuesta Domicilia­
ria sobre Uso de Drogas aplicada a 10.000 
personas mayores de 15 años en un total 
de 415 municipios representativos de todo 
el territorio nacional. Los principales re­
sultados que arrojan las encuestas citadas 
son los que a continuación se detallan. 

En relación con la población escolar, de 
las sustancias psicoactivas estudiadas (alco­
hol, tabaco, cannabis, tranquilizantes/ pas­
tillas para dormir, cocaína, heroína, 
anfetaminas, éxtasis u otras drogas de dise­
ño, alucinógenos y sustancias volátiles) el 
alcohol es con diferencia la que presenta un 
consumo más extendido, así durante los úl­
timos 30 días un 78,5% de los estudiantes 
de 14 a 18 años ha consumido alcohol. La 
proporción de bebedores semanales (estu­
diantes que beben al menos un día a la se­
mana) es de un 42,1 % entre los chicos y de 

un 33,1% entre las chicas y la de los que 
consumen alcohol más de dos días a la se­
mana, 14,2% y 6,2%, respectivamente. 

Según aumenta la edad, aumenta la pro­
porción de bebedores y la intensidad del 
consumo y éste se produce mayoritariamen­
te durante los fines de semana y en ámbitos 
públicos o lugares de diversión. Asimismo, 
la proporción de estudiantes que se embo­
rrachan ocasionalmente es elevada: el 43,5% 
de los estudiantes de 14 a 18 años se ha em­
borrachado alguna vez en su vida y un 24% 
lo ha hecho durante el último mes. Por últi­
mo, sólo un 9,2% de los estudiantes tiene la 
percepción de que bebe mucho o bastante 
alcohol. 

Los datos de la Encuesta Domiciliaria 
a la población mayor de 15 años en rela­
ción con el consumo de alcohol ofrece los 
porcentajes de consumo que aparecen en 
el cuadro adjunto. 

CONSUMO DE ALCOHOL EN LA POBLACION MAYOR DE 15 AÑOS. 


FRECUENCIA % 
Todos los días 
4 a 6 días a la semana 
1 a 3 días a la semana 
1 a 3 días cada mes 
1 día cada dos o tres meses 
1 o 2 días al año 
Nunca 
NS/NC 

15,10 
3,30 

18,50 
12,30 

6,30 
8,40 

36,00 
0,20 

El consumo de tabaco es una conducta 
bastante extendida entre los estudiantes de 
14 a 18 años: el 28,1 % ha fumado durante 
los últimos treinta días y un 20,6% lo ha 
hecho diariamente. Generalmente a estas 
edades el consumo no es muy intenso, ya 
que la mayoría de los fumadores diarios 

fuma de 6 a 10 cigarrillos al día; sin em­
bargo, tanto la proporción de fumadores 
diarios como la intensidad del consumo 
aumenta rápidamente con la edad. Debe 
también resaltarse el dato de que el 41,4% 
de estos estudiantes ya ha intentado algu­
na vez dejar de fumar. Por último, dentro 
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de este colectivo fuman más las chicas que Entre la población general mayor de 15 
los chicos, pero los chicos comienzan a años la encuesta ofrece los siguientes re­
fumar antes y 10 hacen más intensamente. sultados en cuanto al consumo de tabaco: 

CONSUMO DE TABACO 0/0 
Fuma diariamente 30,40 
Fuma ocasionalmente 5,70 
No fuma actualmente, pero antes sí 14,40 
Nunca ha fumado 49,40 
NS/NC 0,20 

Respecto al consumo de otras drogas rentes tipos de sustancias y la periodicidad 
entre la población escolar en la siguiente de su uso. Como puede observarse las ci­
tabla se recogen los datos según los dife- fras son seriamente preocupantes. 

PROPORCION DE CONSUMIDORES DE DROGAS ENTRE LOS 

ESTUDIANTES DE 14 A 18 AÑOS (%). 


Alguna vez 
en la vida 

Alguna vez 
en el último 

año 

Alguna vez 
en el ultimo 

mes 
'CANNABIS 
I 

20,80 18,10 12,20 

TRANQUIUZANTESlPASn LLA 
PARA DORMIR 5,90 4,30 2,50 

COCAlNA 2,40 1,70 1,00 

HEROINA 0,50 0,30 0,20 

ANFETAMINAS 4,10 3,30 2,10 

EXTASIS UOTRAS DROGAS DE 
DISEÑO 3,50 3,00 2,00 

ALUCINOGENOS 4,70 4,00 2,40 

SUSTANCIAS VOLATJLES 3,10 1,80 1,10 

Los datos de la Encuesta a Escolares 
ponen de manifiesto que, si se excluyen el 
alcohol y el tabaco, la cannabis es la droga 
más extendida entre este colectivo, seguida 
de los tranquilizantes y los alucinógenos. 
Asimismo, debe señalarse que los hombres 
tienden a consUllÚr drogas en mayor pro­
porción que las mujeres, excepto tabaco y 
tranquilizantes/pastillas para dormir. En ge­
neral, la proporción de consumidores de to­

das las drogas estudiadas en la encuesta au­
menta con la edad. En cuanto al tipo de cen­
tro resalta el hecho de que los estudiantes 
de centros privados tienden a consumir dro­
gas en mayor proporción que los de centros 
públicos, aunque las diferencias no son gran­
des y de que los estudiantes de Formación 
Profesional tienden a consumir drogas en 
mayor proporción que los de Bachillerato o 
Enseñanza Secundaria. 
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Los datos de consumo de drogas para la población en general mayor de 15 años se 
contienen en las siguientes tablas. 

.. , 
UI:.11111OS 12PSICOFAAMACOS MESES(%) 

11;0 12,50 

tIPNOTICOS 8,00 

ULnMOS 12 
ALGUNA VEZ - lLTIMOMES~.~'_' ES 

. . 
1'­ 0, 70 0,15 0,02 

11,30 5,80HACHIS-MARIHUANA 2,70 

BASE, EtASUCO OCRACK 
0,30 0,10 0,02 
2,90 1,50 0,40COCAINA 

EXTI\SI8 y OTRAS DROGAS DE 
1,60 1,10 0,30DISERo 

ANFETAMINAS OSPEED 
2,00 0,90 0,30 
1,80 0,70 0,20ALUCINOGENOS 
0,80 0,50 0,30 

OTROS OPIA,CEOS 
HEROINA 

0,20 0,10 0,03 

En relación con la percepción del ries­
go ante el consumo de drogas la Encuesta 
Escolar pone de manifiesto, en primer lu­
gar que, en general, los estudiantes pien­
san que consumir drogas de comercio legal 
(alcohol y tabaco) causa menos problemas 
que consumir otras drogas. En segundo lu­
gar, las dos conductas percibidas como las 
más peligrosas son el consumo habitual de 
cocaína o de heroína y, en tercer lugar, en 
el caso de las drogas de comercio ilegal, el 
riesgo percibido por los estudiantes ante 
diversas conductas de consumo parece más 
asociado a la frecuencia de consumo (es­
porádico o habitual) que al tipo de droga. 

Acerca de la cuestión de la accesibili­
dad a las drogas, la Encuesta Escolar pone 
de manifiesto que, sin considerar el taba­
co, las drogas percibidas como más acce­
sibles por los estudiantes son las de 

comercio legal (alcohol y tranquilizantes/ 
pastillas para dormir). Entre las drogas de 
comercio ilegal la más accesible es el 
cannabis. 

En cuanto a la información sobre las 
drogas, el 66,4% de los estudiantes se siente 
satisfactoriamente informado con respec­
to al tema y la vía principal por la que una 
mayor proporción de estudiantes ha reci­
bido información sobre las drogas son los 
medios de comunicación social. En con­
creto, un 68,2% ha recibido información 
de los medios de comunicación social, un 
49% de los padres o hermanos, un 44,1% 
de los amigos y un 34% de los profesores. 

La cuestión de la accesibilidad a las 
drogas también se ha analizado en la En­
cuesta Domiciliaria a la Población en Ge­
neral, con los resultados reflejados en la 
tabla adjunta. 
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NIVEL DE DIFICULTAD/FACILIDAD PARA LA OBTENCION DE DISTINTAS 

SUSTANCIAS EN 24 HORAS. 


Respecto a las medidas que se deben 
adoptar para afrontar la problemática de­
rivada del consumo de drogas, la Encues­
ta Domiciliaria a la Población General 
pone de manifiesto que las acciones a las 
que se atribuye mayor relevancia son de 
cuatro tipos: 

1.- Educación en las escuelas sobre el 
riesgo de las drogas: 92,3%. 

2.- Control policial y de aduanas: 
83,8%. 

3.- Campañas publicitarias sobre el ries­

go de las drogas: 83,5%. 

4.- Tratamiento voluntario de los con­
sumidores de drogas: 80,3%. 

Debe resaltarse como dato significati­
vo que del conjunto de las acciones que se 
proponían en la Encuesta Domiciliaria, la 
referente a la posible legalización de las 
drogas ilegales es a la que menos impor­
tancia se le concede. No tiene ninguna im­
portancia para el 54,2% en lo referido al 
hachís/marihuana y para el 62,5% en lo 
referido a todas las drogas. 

11. ESTRUCTURA Y CONTENIDO. 


El Anteproyecto de Ley Regional so­
bre drogas, para la prevención, asistencia 
e integración social de drogo dependencias 
consta de 52 artículos, estructurados en un 
Título Preliminar y siete Títulos, a su vez 
divididos en Capítulos y Secciones, tres 
Disposiciones Adicionales, cuatro Dispo­
siciones Transitorias y tres Disposiciones 
Finales. 

El Título Preliminar, titulado Dispo­
siciones Generales, consta de cuatro artí­
culos en los que se determina el objeto y 
ámbito de aplicación de la Ley, circunscri­
biendo su ámbito a la Región de Murcia y 
el objeto a la ordenación de las actuacio­

nes dirigidas a la prevención de las 
drogodependencias y a la asistencia e inte­
gración social de los drogodependientes, así 
como a la coordinación de las entidades e 
instituciones que actúan en este campo. 
Contiene también las definiciones de las 
diferentes sustancias a las que es de apli­
cación, en concreto los estupefacientes y 
psicotropos sometidos a fiscalización y 
control; las sustancias, naturales o de sín­
tesis, que puedan producir los efectos de 
las anteriores sustancias; las bebidas alco­
hólicas; el tabaco y otras sustancias de uso 
industrial o vario que puedan producir los 
referidos efectos, como colas e inhalantes. 
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También defme los conceptos de dependen­
cia, desintoxicación, deshabituación y rein­
serción o integración sociaL 

Por otra parte, el artículo 3 establece los 
principios rectores de las actuaciones en ma­
teria de drogas en la Región de Murcia, a sa­
ber: la integración de las iniciativas de las 
Administraciones Públicas y entidades pri­
vadas; la participación activa de la comuni­
dad; la coordinación de actuaciones y la 
flexibilidad. Poiúltimo, determina, de forma 
genérica, los derechos y deberes de los usua­
rios de los servicios de drogodependencias a 
través de una remisión a la Constitución y a 
la Ley General de Sanidad. 

El Título 1, titulado de la prevención 
de las drogodependencias, consta de 16 
artículos estructurados en tres capítulos. 

El Capítulo 1, de disposiciones gene­
rales, contiene la definición de la preven­
ción, los objetivos generales, entre los que 
destacan el retrasar la edad de inicio en el 
consumo, la reducción de riesgos, la in­
formación, la intervención en las condicio­
nes sociales y la disminución de la 
presencia de las drogas en la Comunidad. 
También establece los criterios de actua­
ción preferente entre los que destacan la 
globalidad, la participación y la posibili­
dad de evaluación. 

El Capítulo II, de la prevención a tra­
vés de las medidas para la reducción de la 
demanda de drogas, contiene normas so­
bre los medios y sistemas de información 
que se realizarán por la Consejería de Sa­
nidad y Política Social. Contiene también 
las normas relativas a la formación tanto a 
través del sistema educativo como para los 
profesionales que tienen relación con el 
mundo de la drogadicción y, por último, 
los principios para la intervención sobre las 
condiciones sociales. 

El Capítulo m, de la prevención a tra­
vés de las medidas para la reducción de la 

oferta de drogas, se estructura en cuatro 
secciones. 

La Sección la, de las limitaciones a la 
publicidad y promoción de las bebidas al­
cohólicas y el tabaco, contiene la defini­
ción legal de estas sustancias. A 
continuación regula las condiciones en las 
que puede producirse su publicidad, entre 
las que cabe destacar la prohibición de la 
direccionalidad específica a los menores de 
18 años, la participación de estos menores 
en la misma, su asociación al uso de vehí­
culos o armas y la utilización por la Co­
munidad Autónoma de objetos 
relacionados con el consumo de bebidas 
alcohólicas o tabaco como soporte publi­
citario o informativo. Se contiene asimis­
mo la prohibición de publicidad directa o 
indirecta de estas sustancias en las depen­
dencias de las administraciones públicas, 
centros sanitarios y de servicios sociales, 
docentes, medios de transporte públicos, 
medios y soportes cuya titularidad sea di­
recta o indirectamente pública y en los cen­
tros y locales destinados mayoritariamente 
a menores de 18 años, y otros, así como 
límites a las campañas de promoción de 
estos productos. 

La Sección 2a
, de las limitaciones a la 

venta y consumo de bebidas alcohólicas, 
contiene la prohibición de venta de alco­
hol a menores de 18 años, así como la ven­
ta en diversos locales y la obligación de 
que las corporaciones locales dicten nor­
mas sobre las condiciones de instalación 
de los locales en los que se vendan estas 
bebidas. También contiene normas especí­
ficas para la venta de bebidas alcohólicas a 
través de máquinas automáticas. 

La Sección 3a
, de las limitaciones a la 

venta y consumo de tabaco, contiene una 
regulación similar a la establecida para las 
bebidas alcohólicas, destacando en este 
sentido la prohibición de su venta a meno­
res de 18 años y el establecimiento de la 
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primacía, en caso de conflicto, del derecho 
de los no fumadores sobre el derecho a fu­
mar cuando la promoción o defensa de la 
salud pueda verse afectada por el consumo 
de tabaco. 

La Sección 43 
, de la prevención de 

otras dependencias, regula la inspección 
y vigilancia de las sustancias estupefa­
cientes y psicotrópicas, la autorización 
administrativa de los centros de distribu­
ción y dispensación así como la actuali­
zación de la información relativa a estas 
sustancias. Por ultimo, se remite al desa­
rrollo reglamentario la determinación de 
la relación de productos químicos que 
puedan usarse como drogas y las condi­
ciones para su venta. 

El Título 11, titulado de la asistencia, 
consta de cinco artículos, estructurados en 
dos capítulos. 

El Capítulo 1, de disposiciones gene­
rales, define el concepto de asistencia y es­
tablece los objetivos generales de las 
actuaciones que se realicen en este campo, 
entre los que cabe destacar la garantía de 
atención a todas las personas residentes en 
la Región de Murcia con problemas de abu­
so o dependencia de drogas legales o ile­
gales. Por último, determina los criterios 
de actuación en materia de asistencia. En­
tre ellos se señala que la prestación de ser­
vicios se realizará con criterios de 
accesibilidad, agilidad, continuidad y efi­
cacia; el carácter científico de los métodos 
terapéuticos así como su susceptibilidad de 
evaluación mediante indicadores fiables; el 
carácter preferente que se otorga a los tra­
tamientos ambulatorios; la gratuidad de los 
servicios básicos; la participación, en la 
medida de lo posible de la familia en el 
proceso terapéutico; la creación de progra­
mas en el medio laboral que estimulen la 
demanda de asistencia de los trabajadores 
con problemas de drogo dependencias y la 

potenciación de las organizaciones no gu­
bernamentales y de las asociaciones de 
autoayuda de afectados y familiares como 
colaboradores del proceso asistencial. 

El Capítulo 11, de las actuaciones pre­
ferentes, contiene el listado de las actua­
ciones que, a partir de la entrada en vigor 
de la Ley, deberá realizar la Administra­
ción Regional, entre las que se encuentran 
actuaciones de carácter preventivo y asis­
tencial así como de tipo normativo, que se 
traducirán en el establecimiento de un con­
junto sistemático de normas que regulen 
de forma conjunta las actuaciones en el 
campo de la atención a las personas con 
problemas de abuso o dependencia de las 
drogas. Finalmente determina las bases de 
la colaboración en esta materia en relación 
con las administraciones de justicia y pe­
nitenciaria. 

El Título 111, de la integración social, 
consta de cuatro artículos, divididos en dos 
capítulos. 

El Capítulo 1, de disposiciones gene­
rales, contiene el concepto normativo de 
integración social, conceptuada como el 
proceso de incorporación a la comunidad 
de personas provenientes de la red asisten­
cial de atención a drogodependientes que 
se encuentren en proceso de rehabilitación. 
Determina asimismo los objetivos genera­
les de este proceso y los criterios que guia­
rán la actuación de la Administración en 
esta materia, destacando la tendencia a la 
creación de una red de recursos sociales en 
materia de integración social de 
drogodependientes en las que se incluirán 
los medios públicos y privados. Esta red 
normalizada de recurso sociales se confi­
gurará en torno a los principios de univer­
salidad, accesibilidad, descentralización y 
gratuidad de los servicios básicos. Final­
mente establece que los programas especí­
ficos que se desarrollen lo harán en base a 
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los principios de individualización, igual­
dad de oportunidades y continuidad. 

El Capítulo I1, de las actuaciones pre­
ferentes, establece las líneas de actuación 
de la Administración Regional en esta ma­
teria, debiendo señalarse a este respecto que 
se desarrollarán actuaciones tendentes a 
implicar no solo a los trabajadores del ám­
bito social sino también a la sociedad en 
general y que se dará prioridad en el mar­
co de las actuaciones de integración social 
a aquéllas que tiendan a facilitar el acceso 
al empleo de personas drogodependientes 
en proceso de deshabituación y a impulsar 
una mayor sensibilización de los agentes 
sociales. 

El Título IV, de los instrumentos de pla­
nificación, coordinación y participación, 
está integrado por nueve artículos, estruc­
turados en dos capítulos. 

El Capítulo 1, del Plan Regional sobre 
Drogas, establece la naturaleza y caracte­
rísticas de este instrumento determinando 
su carácter vinculante para todas las admi­
nistraciones públicas y entidades privadas 
e instituciones que desarrollen actuaciones 
en materia de drogas. Asimismo determi­
na el contenido mínimo del Plan Regional 
sobre Drogas y el procedimiento 
participativo para su elaboración, atribu­
yendo su aprobación al Consejo de Gobier­
no. En este sentido, junto a la participación 
de las organizaciones sociales específica­
mente implicadas se establece la partici­
pación de los grupos políticos con 
representación parlamentaria ya que el Pro­
yecto de Plan, antes de su aprobación, de­
berá ser remitido a la Asamblea Regional 
para que los grupos en ella representados 
formulen cuantas propuestas estimen opor­
tunas. 

El Capítulo I1, de la participación, re­
gula el Consejo Asesor Regional de 
Drogodependencias como máximo órgano 

de participación y consulta en materia de 
drogas en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia. La composición y fun­
ciones de este órgano se remiten a un pos­
terior desarrollo reglamentario. Se regula, 
asimismo, la Comisión Regional de Acre­
ditación, Evaluación y Control de Centros 
y Servicios de Tratamiento con Opiáceos 
como órgano consultivo en materia asis­
tencial, en especial en los aspectos relati­
vos a los tratamientos con opiáceos, 
remitiendo la concreción de su composi­
ción y funciones a un posterior desarrollo 
reglamentario por parte del Consejo de Go­
bierno. 

Se establece también la participación 
de las entidades locales en el desarrollo 
del Plan Regional sobre Drogas y su in­
clusión en el Consejo Asesor Regional de 
Drogodependencias. Finalmente estable­
ce los campos de actuación en los que 
pueden desarrollar su actividad las enti­
dades privadas y las formas de colabora­
ción de las administraciones públicas con 
las mismas. 

El Título V, de las competencias de las 
Administraciones Públicas, Regional y 
Local, consta de cinco artículos estructu­
rados en dos capítulos. 

El Capítulo 1, de la Administración PÚ­
blica Regional, determina las competencias 
del Consejo de Gobierno entre las que des­
taca la aprobación del Plan Regional sobre 
Drogodependencias. La Consejería de Sa­
nidad y Política Social coordinará e impul­
sará las actuaciones administrativas 
regionales que se lleven a cabo en el cam­
po de las drogodependencias y le corres­
ponde también el control administrativo de 
los centros, servicios, establecimientos y 
actividades sanitarias, socio sanitarias y 
sociales relacionadas con la prevención, 
asistencia e integración social de personas 
drogodependientes. Por último, atribuye al 
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Servicio Murciano de Salud las actuacio­
nes que resulten necesarias de carácter asis­
tencial en materia de drogodependencias 
y, especialmente, las que se incardinen en 
el Plan Regional sobre Drogas. 

El Capítulo I1, de la Administración 
Local, establece las competencias de los 
ayuntamientos de la Región en materia de 
drogas, distinguiendo entre los ayuntamien­
tos de menos de veinte mil habitantes y los 
restantes. A los primeros se les asigna la 
obligación de aprobar Planes Municipales 
sobre Drogas. Determina también que las 
Mancomunidades de Municipios de la Re­
gión de Murcia aprobarán Planes 
Mancomunales sobre Drogas. 

El Título IV, de las infracciones y san­
ciones, consta de seis artículos. En ellos se 
establecen los principios del régimen san­
cionador, regulando la compatibilidad de 
responsabilidades penales, civiles yadmi­
nistrativas con respeto al principio consti­
tucional de non bis in idem, es decir, que 
en ningún caso se impondrá una doble san­
ción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegi­
dos. 

Clasifica las infracciones en leves, gra­
ves y muy graves, regulando específica­
mente la reincidencia. Las sanciones 
posibles son las multas de hasta diez mi­
llones de pesetas, pudiéndose alcanzar has­
ta el quíntuplo del valor de los productos o 
servicios objeto de la infracción; el cese 
temporal de la actividad y el cierre del es­
tablecimiento, local o empresa. Se estable­
cen también los plazos de prescripción de 
las infracciones y se distribuyen las com­
petencias para la resolución de los expe­
dientes sancionadores, según las cuantías 
de las sanciones a imponer, entre el Con­
sejo de Gobierno, el Consejero de Sanidad 
y Política Social, el Director General de 
Salud y los Ayuntamientos. 

El Título VII, de la financiación, cons­
ta de tres artículos en los que se determinan 
las diversas fuentes de fmanciación de las 
actuaciones derivadas de la Ley y del Plan 
Regional sobre Drogas, destacando en este 
aspecto que los ingresos procedentes de san­
ciones económicas establecidas en la pre­
sente Ley u otras de ámbito regional o 
supracomunitario en las que se contemple, 
generarán directamente crédito en las corres­
pondientes partidas de gastos, es decir se 
establece un destino finalista para los recur­
sos procedentes de estas sanciones. Este 
carácter finalista se determina también para 
las sanciones impuestas por los ayuntamien­
tos. Por último, se establece la posibilidad 
de financiación por parte de las administra­
ciones públicas de las actividades que reali­
cen las entidades privadas en materia de 
drogodependencias, siempre que dichas ac­
tividades estén en consonancia con las di­
rectrices del Plan Regional sobre Drogas. 

La Disposición Adicional Primera es­
tablece que en el plazo de seis meses des­
de la publicación de la Ley deberán quedar 
constituidos todos los órganos de partici­
pación previstos en la misma. 

La Disposición Adicional Segunda de­
termina que las cuantías mínimas y máxi­
mas de las sanciones previstas en la Ley 
deberán revisarse por el Consejo de Go­
bierno al menos cada cuatro años. 

La Disposición Adicional Thrcera or­
dena que en el plazo de un año desde la 
publicación de la Ley, los ayuntamientos 
deberán proceder al establecimiento de los 
criterios de localización, distancia y carac­
terísticas de los establecimientos de sumi­
nistro y venta de bebidas alcohólicas. 

La Disposición Adicional Cuarta 
excepciona del régimen de publicidad es­
tablecido en la Ley a los productos con 
Denominación de Origen de la Región de 
Murcia. 
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La Disposición Transitoria Primera 
establece la continuidad de los órganos 
de participación existentes hasta la pu­
blicación de las normas derivadas de la 
Ley. 

La Disposición Transitoria Segunda 
determina un plazo de un año desde la pu­
blicación de la Ley para que la publicidad 
de bebidas alcohólicas y tabaco que estu­
viese contratada con anterioridad se adap­
te a las medidas limitativas contempladas 
en la misma. 

La Disposición Transitoria Tercera es­
tablece el plazo de un año desde la entrada 
en vigor de la Ley para la adaptación de 
los centros, servicios, locales y estableci­
mientos a sus prescripciones. 

La Disposición Transitoria Cuarta 
prorroga la vigencia del actual Plan Auto­
nómico sobre Drogas hasta tanto no sea 
aprobado el nuevo Plan. 

La Disposición Final Primera autori­
za al Consejo de Gobierno y al Consejero 
de Sanidad y Política Social para dictar las 
disposiciones necesarias para el desarrollo 
y ejecución de la Ley en el ámbito de sus 
respectivas competencias. 

La Disposición Final Segunda estable­
ce la derogación de cuantas disposiciones 
se opongan a lo establecido en la Ley. 

La Disposición Final Tercera ordena 
la entrada en vigor de la Ley al día siguiente 
de su publicación en el Boletín Oficial de 
la Región de Murcia. 

111. OBSERVACIONES AL TEXTO DEL ANTEPROYECTO. 


A) De carácter general. 

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia valora positivamente la 
iniciativa del Consejo de Gobierno de 
afrontar legislativamente la problemática 
derivada del consumo y abuso de las dro­
gas en el ámbito regional. Asimismo, con­
sidera muy acertada la óptica del 
Anteproyecto de considerar de forma con­
junta la problemática derivada del uso y 
abuso de las drogas legales e ilegales. 

No obstante lo anterior, el CES consi­
dera conveniente realizar algunas sugeren­
cias al texto del Anteproyecto en el 
convencimiento de que las mismas podrán 
contribuir al enriquecimiento del mismo y 
coadyuvarán a un mejor acercamiento a una 

problemática que preocupa profundamen­
te a toda la sociedad. 

La denominación del Anteproyecto pre­
senta una incorrección desde el punto de 
vista semántico que debería ser subsana­
da, ya que se hace referencia a la integra­
ción social de las drogodependencias, 
cuando la integración social es un concep­
to que debe hacer referencia a las personas 
que sufren esa dependencia y no a la de­
pendencia en sí misma, por tanto, el título 
del anteproyecto debería, a juicio del CES, 
modificarse en el sentido expresado. 

Por otra parte, el Anteproyecto que se 
dictamina contempla la problemática de los 
trastornos de la conducta derivados de las 
adicciones exclusivamente desde el punto 
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de vista de las sustancias que, a través de 
su ingestión por diferentes vías, pueden 
producir los efectos perniciosos que se tra­
tan de combatir. Sin embargo, a juicio del 
CES, sería conveniente que se contempla­
sen en la norma también otros comporta­
mientos derivados de nuevas formas de 
adicción que están emergiendo con fuerza 
en nuestra sociedad y que tienen en común 
con las adicciones derivadas de las drogas, 
legales o ilegales, el producir situaciones 
en las que los individuos pierden el con­
trol sobre su comportamiento y llevan apa­
rejados efectos individuales y sociales 
análogos a los producidos por las situacio­
nes de drogodependencia. En efecto, la 
aparición de los trastornos de conducta 
derivados de la adición al juego en sus di­
versas modalidades, las ludopatías, mere­
ce una consideración por parte del 
legislador, al igual que ya se hace en la le­
gislación más moderna sobre dependen­
cias, porque este tipo de trastornos adictivos 
está emergiendo de forma intensa en nues­
tra sociedad y es por ello el momento ade­
cuado para que se afronte su prevención y 
tratamiento así como la integración social 
de las personas que los padecen. Al tratar­
se de un fenómeno nuevo y que no cuenta 
con una clara percepción social sobre su 
peligrosidad, es conveniente que se abor­
de al máximo nivel legislativo y juntamente 
con otros comportamientos sobre los que 
ya existe una clara conciencia social acer­
ca de los riesgos que acarrean. Por ello, el 
CES considera conveniente que se integre 
en el texto del Anteproyecto, y con poste­
rioridad en un Plan Regional sobre Drogas 
y otros Trastornos Adictivos, la problemá­
tica derivada de la prevención, tratamiento 
e integración social de las personas afecta­
das por trastornos adictivos derivados de 
las ludopatías por la importancia que el fe­
nómeno tiene en estos momentos y por la 
conveniencia de que en la conciencia so­

cial arraigue la percepción de los riesgos 
de estas conductas y la necesidad de ofre­
cer un marco legislativo a las actuaciones, 
hasta ahora insuficientes, sobre esta pro­
blemática. A la vista de las anteriores con­
sideraciones el Anteproyecto debería variar 
su denominación para incluir la referencia 
a los citados trastornos. 

El texto del Anteproyecto tiene un mar­
cado carácter programático ya que es una 
norma que remite gran parte de su ejecu­
ción a un posterior desarrollo reglamenta­
rio. Este carácter de Ley-Marco tiene 
indudables ventajas desde el punto de vis­
ta de la necesaria flexibilidad de la Ley para 
posibilitar su adaptación a una realidad 
extremadamente cambiante. Sin embargo, 
sería conveniente, en opinión de este Or­
ganismo, que se estableciesen plazos para 
su desarrollo reglamentario así como para 
la elaboración y aprobación del Plan Re­
gional sobre Drogas para evitar que con el 
paso del tiempo la norma quedase sin inci­
dencia por carecer de los instrumentos ne­
cesarios para su aplicación. 

El CES, aún siendo consciente del mar­
cado carácter sanitario de gran parte de la 
problemática derivada del consumo de dro­
gas, considera que en el texto del Antepro­
yecto sería conveniente que se diese una 
mayor relevancia a los aspectos laborales 
que se derivan de la drogadicción por con­
siderar que la integración social de los 
drogodependientes pasa necesariamente 
por su integración en el mundo laboral. En 
este sentido, el CES considera convenien­
te que por parte de la Administración se 
favorezca, estableciendo el correspondiente 
sistema de incentivos, la contratación de 
personas que hayan superado sus proble­
mas de adicción, como vía para una plena 
integración social, tal y como ya sugirió 
este Organismo en su Dictamen de 15 de 
marzo de 1995 sobre el Plan de Empleo 
Juvenil. LaAdministración Regional debe­
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ría dar el primer paso en este grave proble­
ma reconociendo en el texto de la Ley Re­
gional sobre Drogas el derecho de los 
trabajadores al servicio de la Administra­
ción Pública Regional a la reserva del pues­
to de trabajo en el caso de someterse a un 
tratamiento de ese tipo. 

Se echa en falta asimismo en el texto 
del Anteproyecto una definición más ex­
plícita de los principios y mecanismos de 
coordinación entre el sistema público de 
servicios sociales y el de salud para lograr 
una mayor sinergia en las actuaciones de 
ambos y evitar tanto las duplicidades de 
actuaciones corno las lagunas en un terna 
en el que la coordinación aparece corno un 
principio fundamental según la propia con­
cepción del texto objeto del presente dic­
tamen. 

En este apartado de observaciones de 
carácter general el CES quiere llamar la 
atención sobre la intensa relación existen­
te entre las condiciones urbanísticas y la 
problemática de las drogodependencias. El 
texto del Anteproyecto es consciente de esta 
relación pero solo la pone de manifiesto al 
tratar de las condiciones de los locales en 
los que se expenden bebidas alcohólicas y 
tabaco, siendo también necesario introdu­
cir esta consideración cuando se proceda a 
la elaboración o reforma de instrumentos 
de actuación urbanística por lo que el texto 
del Anteproyecto debería contener alguna 
referencia a esta cuestión en el sentido de 
que en las memorias de los citados instru­
mentos urbanísticos se tenga en cuenta la 
problemática derivada de la drogadicción 
y las condiciones del entorno urbano que 
la posibilitan e incluso la favorecen. 

B) Al Articulado.­

Artículo 4.- Establece este artículo los 
derechos y deberes de los usuarios de los 

servicios de drogodependencias de modo 
genérico, a través de la remisión a la 
Constitución Española, a la Ley General 
de Sanidad y al resto del ordenamiento 
jurídico. Sin embargo, es opinión del 
CES que sería conveniente que se inclu­
yese una declaración expresa de estos 
deberes y derechos con referencia explí­
cita al sistema sanitario, de servicios so­
ciales, al sistema educativo y al 
ordenamiento laboral 

Artículo 7.- En este artículo, y, en ge­
neral en todo el texto del Anteproyecto, se 
hace referencia al colectivo de menores y 
jóvenes corno objetivo prioritario de las 
actuaciones derivadas de la Ley, pero a jui­
cio del CES este carácter prioritario debe­
ría hacerse extensivo a cualquier grupo 
poblacional que, por los motivos que fuere, 
se hallase en situación de riesgo de margi­
nación y contacto con el mundo de las dro­
gas (situaciones de pobreza, marginalidad 
étnica o urbanística, etc.) 

Artículo 9.- Esta disposición está dedi­
cada a recoger las orientaciones de las ac­
tuaciones de la Administración Regional en 
materia de formación sobre 
drogodependencias y en la misma sería 
conveniente, a juicio del CES, que se in­
cluyese una referencia específica al papel 
que deben jugar los agentes implicados en 
el mundo laboral y las consecuencias es­
pecíficas que el problema de las adicciones 
genera en este ámbito. 

Artículo 12,1,d).- En esta disposición 
se contiene la prohibición de que la Admi­
nistración de la Comunidad Autónoma uti­
lice corno soportes informativos o 
publicitarios objetos relacionados con el 
consumo de bebidas alcohólicas o tabaco. 
Sin embargo, en opinión del CES, de esta 
prohibición debería excluirse el supuesto 
de que tales actuaciones publicitarias o in­
formativas se realicen para desaconsejar el 
consumo de tales sustancias. 

12 



ICES 


Artículos 13 Y siguientes.- Parece que 
las referencias del texto del Anteproyecto 
a las limitaciones y prohibiciones de pu­
blicidad y promoción dirigidas con carác­
ter exclusivo o específico a menores de 18 
años debieran matizarse en el sentido de 
que dichas actividades sean dirigidas.l1m::­
darnentalmente a este colectivo, para así 
evitar que pueda burlarse la aplicación de 
la Ley acudiendo a interpretaciones de ca­
rácter literal. Los problemas que, desde el 
punto de vista de la seguridad jurídica, po­
drían plantearse, tienen su solución a tra­
vés de la autorizac~ón previa que en esta 
materia prevé el artículo 15 del Antepro­
yecto. 

Artículo 31.- Esta norma contempla el 
contenido mínimo del Plan Regional so­
bre Drogas y el CES considera que en el 
mismo se debería contemplar también los 
aspectos de coordinación de este Plan con 
otros instrumentos de planificación que tie­
nen una indudable relación con esta mate­
ria, como el Plan Regional de Salud Mental 
o el Plan Regional de Bienestar Social, 
debiendo hacerse hincapié en la necesidad 
de lograr del mismo modo una coordina­
ción desde el punto de vista cronológico 
entre los diferentes instrumentos de plani­
ficación. 

Artículos 33 y siguientes.- En estos ar­
tículos se contempla la participación y con­
sulta en materia de drogas, a través del 
Consejo Asesor Regional de 
Drogodepencias y de la Comisión Regio­
nal de Acreditación, Evaluación y Control 
de Centros y Servicios de Tratamiento con 
Opiáceos. Sin embargo, se remite su com­
posición y funciones a un posterior desa­
rrollo reglamentario. En opinión del CES 
no es una técnica correcta ya que para dar­
le una mayor estabilidad e importancia a 
estos órganos debería garantizárseles en la 

Ley unas funciones mínimas, establecerse 
su composición y determinar el carácter de 
los informes que emitan. 

Artículo 36.- Este artículo contempla 
los campos de actuación de las entidades 
privadas en materia de drogas. Se echa en 
falta una referencia a la posibilidad de que 
estas entidades actúen en el campo del tra­
tamiento, como vienen haciéndolo hasta 
ahora. 

Artículo 37. - Se establecen en esta dis­
posición los instrumentos jurídicos a tra­
vés de los que la Administración Pública 
Regional y las Entidades Locales podrán 
colaborar con las entidades privadas, ha­
ciéndose referencia expresa a la posibili­
dad de concesión de ayudas y subvenciones 
a este tipo de entidades. Compartiendo el 
CES este procedimiento, considera que las 
ayudas y subvenciones asignadas con car­
go a fondos públicos en estas actividades 
de marcado carácter social no deben posi­
bilitar la obtención de beneficios de carác­
ter económico, situación ésta que sería 
perfectamente legítima en el caso de que 
los recursos empleados en esta materia por 
las entidades citadas fueran totalmente de 
origen privado. Por tanto, el CES sugiere 
que se exija la ausencia de finalidad de lu­
cro a las entidades privadas que opten a la 
obtención de ayudas y subvenciones de ca­
rácter público en el campo de las 
drogodependencias. 

Disposición Adicional Cuarta.- El 
CES considera que al margen de la clara 
finalidad de esta excepción de favorecer a 
los productos murcianos, y por tanto al de­
sarrollo de la Región, esta disposición no 
encuentra justificación en el contexto de 
una norma que tiene como fmalidad el evi­
tar que se emitan desde las administracio­
nes públicas mensajes que puedan 
favorecer el consumo de alcohol y tabaco. 
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IV. CONCLUSIONES.­

1.- El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positivamente 
la iniciativa del Consejo de Gobierno de 
abordar a nivel1egislativo la problemática 
derivada de las drogodependencias y la in­
tegración social de los drogodependientes, 
pudiendo el texto dictaminado cumplir con 
la finalidad que se atribuye, si bien estima 
que mejoraría sus potencialidades en el 
caso de que se tuvieran en cuenta las suge-

VOBO 

El Presidente del Consejo Económico y 
Social 

Antonio Reverte Navarro 

rencias manifestadas por los agentes repre­
sentados en este Organismo. 

2.- El CES recomienda especialmente 
al Consejo de Gobierno que incluya en el 
texto que se apruebe plazos para realizar el 
desarrollo reglamentario que el texto del 
Anteproyecto prevé, para evitar que una 
excesiva dilación en el mencionado desa­
rrollo tenga como consecuencia las frus­
tración de las legítimas expectativas que la 
norma sometida a dictamen despierta. 

Murcia, a 29 de Enero de 1.997 

El Secretario General del Consejo Econó­
mico y Social 

Isidro Ródenas Ruiz 
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